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Los cuidados entran en la  
agenda pública

Rosario Aguirre1

El propósito fundamental de este artículo es contribuir a la construcción de los cuida-
dos familiares y sociales como un problema público que debe ser objeto de políticas. 
En estos dos últimos años Uruguay ha avanzado en la incorporación del tema a la 
agenda pública debido a una serie de factores, entre ellos la existencia de estudios 
académicos que aportaron conceptualizaciones y evidencias, la nueva información es-
tadística o$cial sobre los tiempos de cuidado, la acción de las organizaciones sociales 
y la decisión política de replantear el modelo de bienestar. Debido a todo esto han 
adquirido visibilidad, se aprecia el desbalance de género existente y son cada vez más 
valorados por su contribución al bienestar y al funcionamiento del sistema económico. 
Se ha comenzado a “desprivatizar” la cuestión de quién se hace cargo de las personas 
dependientes por lo cual de forma incipiente se está integrando al análisis académico 
y político del sistema de protección social, la reforma del sistema de salud y el desarro-
llo de los servicios sociales. 
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como uno de los mecanismos susceptibles de favorecer la 
inclusión social. 

En los tres últimos años se ha trabajado en estrecha 
vinculación con la Red Género y Familia, donde se han 
puesto en discusión los aportes teóricos y empíricos -pro-
venientes de distintos proyectos de investigación- en las 
mesas de diálogo con actores políticos, sociales, guber-
namentales y académicos2.

Este documento está organizado en cuatro partes,. 
En primer lugar, se presenta una breve reseña sobre los 
cambios sociales globales que inciden en las funciones 
familiares y en las posibilidades de cumplir con ellas, 
con'gurando lo que se ha denominado “el dé'cit de cui-
dado”. En segundo lugar, se distinguen los cuidados que 
se prestan a las personas dependientes lo largo de las 
distintas etapas del ciclo vital, así como a las personas 
discapacitadas que requieren desarrollar su autonomía. 
En tercer lugar, aclara qué se entiende por procesos de 
desfamiliarización de los cuidados. Por último, se propo-
ne considerar las políticas hacia los cuidados como parte 
de las políticas de protección social en las que se pro-
mueva la corresponsabilidad en su provisión en un doble 
sentido: otorgándole un rol central al Estado y a la vez 
proponiendo un cambio en las relaciones sociales de cui-
dado, a través de unaredistribución equitativa entre los 
miembros de las familias. 

Impacto de los cambios sociales globales en las 

demandas de cuidados

Las familias no son instituciones aisladas sino que 
están ligadas a los cambios sociales, económicos, a los 
valores culturales y a los procesos políticos del momento 
histórico en que vivimos. 

Los cuidados a las personas se han resuelto históri-
camente en el seno de las familias, pero las necesidades 
de cuidado no son las mismas ni tampoco las personas que 
pueden prestarlos.

Los cambios en la fecundidad, los procesos de enve-
jecimiento de la población y las migraciones, impactan en 
el tamaño de los hogares, en las estructuras familiares, 
en la composición de los hogares, en las relaciones entres 
sus miembros y en su bienestar. Por otra parte, las trans-

2 Las mesas de diálogo promovidas por la Red Género 
y Familia apoyadas por UNFPA se realizaron en 2008 
(“Políticas de salud y cuidados”) y en 2009 (“Hacia un 
sistema nacional integrado de cuidados”). En ocasión del 
Diálogo Nacional de la Seguridad Social en 2007 y 2008 
también se presentaron resultados de investigación en la 
mesa que INMUJERES negoció y logró que se convocara 
sobre “El aporte del trabajo no remunerado de las mujeres a 
la economía y a la seguridad social y el trabajo”.

formaciones culturales, los procesos de individualización 
y secularización diluyen los lazos familiares tradicionales. 
Estos procesos inciden en las demandas de cuidado y en 
las posibilidades de satisfacerlas.

El descenso en la fecundidad por debajo del nivel de 
reemplazo que se ha constatado recientemente3, y el pro-
ceso migratorio de adultos jóvenes que se ha producido 
en las últimas décadas reducirá la cantidad de personas 
que pueden ser potenciales cuidadores de las personas 
dependientes en la vejez. Cada vez habrá menos hijos que 
cuiden de sus progenitores. 

Además habrá cada vez más personas mayores que 
necesitan cuidados por el avanzado proceso de enveje-
cimiento de la población, el aumento de la proporción 
de las personas mayores, debido fundamentalmente a 
la baja natalidad y al aumento de la esperanza de vida. 
Uruguay junto a Argentina se encuentran en el grupo de 
países de envejecimiento avanzado, países que han sido 
catalogados como pioneros en el envejecimiento en Amé-
rica Latina, a los cuales se agregan Cuba y varios países 
del Caribe (CELADE, 2002). En Uruguay los mayores de 65 
años representan un 13,5 de la población y de acuerdo 
a los datos de la Encuesta Continua de Hogares de 2008 
cerca de un tercio de los hogares del país incluyen algún 
adulto mayor4. 

El proceso de crecimiento del grupo de los mayores 
de 80 años es llamado por los especialistas “envejeci-
miento dentro del envejecimiento”. Este colectivo es el 
que posee mayor grado de dependencia para sus cuidados 
de salud por la mayor incidencia de las enfermedades cró-
nico-degenerativas, constituyen uno de los mayores de-
mandantes de servicios de salud y de cuidados familiares. 
Representan actualmente el 3% de la población total del 
país, 103.249 personas que pasarán a ser dentro de veinte 
años 143.252, según las proyecciones de CELADE. Dentro 
de este grupo el 66% son mujeres. El índice de femineidad 
de Uruguay calculado para 2005 pauta la superioridad 
numérica de las mujeres debido a su mayor esperanza de 
vida, adquiriendo mayor intensidad a medida que avanza 
la edad: entre los 60 y 69 años hay 117 mujeres por cada 

3 Ver el trabajo de Carmen Varela Petito (2008) que estima 
2.04 hijos por mujer en 2005.

4 En la mayor parte de los estudios los adultos mayores se 
de'nen como las personas que tienen 60 años de edad o 
más, otros consideran los 65 años y más debido a que se 
considera que es a partir de esta edad que la mayor parte 
de las personas pasan a estar jubiladas. Hoy día, desde la 
perspectiva de la dependencia, es necesario comenzar a 
subdividir esta etapa teniendo en cuenta que el período 
de vida autónoma se acrecienta, en tanto la mayor 
probabilidad de caer en la dependencia se desplaza hacia 
los 75 o los 80 años. 

En este trabajo se pone énfasis en las relaciones so-
ciales de cuidado desde la perspectiva de la equidad. Se 
espera que el sistema de cuidados actualmente en debate 
tenga un doble objetivo: la disminución de las desigual-
dades sociales en el acceso a los cuidados de calidad y el 
logro de un reparto equitativo de las tareas y del tiempo 
de los cuidados, a 'n de avanzar hacia la igualación de 
oportunidades, el ejercicio efectivo de derechos y el logro 
del bienestar por parte de mujeres y varones de distintas 
generaciones y niveles socioeconómicos.

Esta línea de investigación que desarrolla desde 1993 
el Grupo de Investigación sobre Relaciones de Género del 
Departamento de Sociología tiene desde sus orígenes el 
propósito fundamental de contribuir a la construcción 
de los cuidados familiares y sociales como un problema 
público que debe ser reconocido como esfera legítima de 
intervención política. A través de los trabajos realizados 
desde entonces se ha contribuido a que adquieran visi-
bilidad, se aprecie su importancia, sean valorados por su 
contribución al bienestar social y al funcionamiento del 

sistema económico. Hay evidencias abundantes sobre la 
carga desigual de trabajo remunerado y no remunerado 
entre varones y mujeres y las limitaciones importantes 
que esto supone para el ejercicio de los derechos de ciu-
dadanía de las mujeres. Se ha aportado información, se 
ha participado en discusiones y se han difundido propues-
tas como parte de un esfuerzo colectivo, tanto académico 
como de las organizaciones de la sociedad civil, con apoyo 
nacional e internacional. 

Mirado desde la perspectiva de la equidad, se trata 
de actuar sobre la tradicional división del trabajo según 
sexo en el cumplimiento de las funciones familiares, a 
'n de promover la igualación de oportunidades, el ejer-
cicio efectivo de derechos y el logro del bienestar por 
parte de mujeres y varones de distintas generaciones y 
estratos sociales. Este enfoque procura entrar en diálogo 
con otros tres enfoques sobre la política de cuidados que 
centran su papel como inversión social, como parte de las 
políticas que buscan un balance entre familia y trabajo o 
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cien varones, entre los 65 y 69 años hay 128 mujeres por 
cada cien varones, entre los 70 y 74 años hay 137, entre 
los 75 y 79 años hay 158 y entre quienes igualan o superan 
los 80 años, el número de mujeres casi duplica al de los 
varones con un índice de 199 (Aguirre, 2008).

Es creciente en el país la preocupación por diversas 
cuestiones referidas a la atención de la población mayor, 
tales como la promoción de un envejecimiento activo, el 
papel de las familias en su sostén económico y afectivo, el 
mejoramiento de las prestaciones y los servicios de salud, 
el creciente desarrollo de servicios de acompañamiento. 
Se destaca el peso que signi'ca para la sostenibilidad de 
la seguridad social la necesidad de servir durante más 
años las prestaciones correspondientes. A estas cuestio-
nes habría que añadir la re+exión sobre las di'cultades 
que se presentarán en el futuro para la atención de las 
personas mayores, debido a la disminución de la dotación 
de cuidadoras/es por la reducción de las personas poten-
cialmente cuidadoras familiares, por la reducción del ta-
maño de los hogares, las transformaciones en las formas 
de vivir en familia y la generalización del trabajo remune-
rado de las mujeres.

También se reconoce que las necesidades de cuidado 
y atención a la dependencia aumentan debido a transfor-
maciones sociales que conducen al aumento de acciden-
tes de tránsito y de accidentes laborales que provocan 
discapacidades físicas permanentes o temporales.

Otro cambio que impacta en las funciones familiares 
de cuidado es la disminución de las familias tradicionales 
en que el padre trabaja y la madre se dedica al cuidado 
exclusivo de sus hijos. La participación de las mujeres 
uruguayas en el mercado de trabajo aumentó de forma 
importante y sostenida en la segunda mitad del siglo 
pasado y sobretodo desde la década de los ochenta. Los 
datos del Instituto Nacional de Estadística muestran que 
en las dos últimas décadas la tasa de actividad femeni-
na se eleva del 41% al 54% mientas que la masculina se 
mantuvo en el entorno de los 73. Uno de los cambios más 
notable en relación a las formas de convivencia es que las 
mujeres que viven en pareja tienen un alto crecimiento en 
su participación laboral. Según datos para 2002 en nues-
tro país tan sólo un 28 % de los hogares urbanos se ajusta 
al modelo tradicional de la “familia nuclear”, compuesta 
por madre dedicada exclusivamente a las actividades do-
mésticas y padre único proveedor económico. Uruguay se 
ubica entre los países de la región que presenta el por-
centaje más bajo de familias tradicionales formadas por 
hombres proveedores económicos y mujeres amas de casa 
(CEPAL, 2004). Por otra parte, acompañando las altas ta-
sas de rupturas matrimoniales, las mujeres divorciadas y 

separadas tienen un comportamiento laboral similar al de 
los hombres en pareja, divorciados o separados. 

Por otra parte, se ha constatado que en 2006 del 
total de mujeres trabajadoras el 46.8% son madres tra-
bajadoras que viven en hogares biparentales con hijos y 
el 14% en hogares monoparentales (Batthyány, Cabrera, 
Scuro, 2007). Las tasas de las madres de niños (mayores 
y menores de 3 años) aumentó de forma importante, sin 
embargo es signi'cativa la incidencia de la existencia de 
menores en el hogar sobre la tasa de actividad femeni-
na, siendo la más baja cuando éstos tienen hasta 3 años 
(Aguirre, 2007). 

Este comportamiento de las trabajadoras madres es 
propio de la fuerza de trabajo femenina, los datos corres-
pondientes a los hombres evidencia que la presencia de 
niños no los afecta sino que más bien tiende a incremen-
tarla. La tasa de actividad de las mujeres entre los 20 y los 
44 años -de acuerdo a la información de 2002- pasa del 
85% cuando no tienen niños en el hogar, al 63% cuando 
tienen niños menores de 3 años. En tanto, la tasa de los 
hombres pasa del 95.5 % cuando no tienen niños al 97.7 % 
cuando los niños tienen menos de 3 años. Esto indica que 
las responsabilidades del cuidado infantil inhibe el traba-
jo remunerado de las mujeres, existen además evidencias 
de que cuando consiguen permanecer en el mercado de 
trabajo las responsabilidades de cuidado las colocan en 
situación de riesgo de trabajos con salarios más bajos, 
más interrumpidos y con menos dedicación horaria. 

El informe citado anteriormente (Batthyány, Cabre-
ra, Scuro, op.cit.) muestra que cuando los niños asisten 
a centros educativos, las mujeres incrementan su tasa de 
actividad de forma notable. Esta diferencia es más fuerte 
entre las mujeres que tienen hijos de 0 a 3 años. Si los 
hijos menores de tres años asisten a alguna institución 
educativa, la tasa de actividad es de 78% y si no asisten 
es de 58%.

Coincidentemente, los datos que provienen de un 
estudio realizado en Brasil, dan cuenta del impacto de 
la asistencia a los servicios de cuidado infantil en la par-
ticipación laboral femenina y en el nivel salarial de las 
madres, tanto en los hogares con niños entre 0 y 3 años, 
como en los hogares con niños entre 4 y 6 años (Sorj et 
al.2007).

En síntesis, las mujeres tienen mayor autonomía eco-
nómica pero enfrentan grandes problemas para articular 
los tiempos de trabajo pago y los tiempos que requieren 
los cuidados debido al desbalance en la dedicación de ma-
dres y padres y a la insu'ciencia de políticas que atiendan 
al cuidado infantil. La encuesta sobre Uso del tiempo y 
trabajo no remunerado realizada en Montevideo y área 
metropolitana en 2003 mostraba que las madres dedican 

al cuidado de sus hijos menores de 12 años el doble de 
horas que los padres (Aguirre, Batthyány, 2005). Porque 
hay necesidades de cuidado que se cubren a costa del 
sobretrabajo, fundamentalmente de las mujeres. Las tra-
yectorias laborales de las mujeres están caracterizadas 
por la tensión entre los cuidados y las responsabilidades 
extradomésticas. Entonces, plantear el problema de los 
cuidados desde la perspectiva de la equidad de género 
supone cuestionar la división del trabajo en las familias y 
la escasez de servicios. Exige tener en cuenta en las nue-
vas políticas sociales las di'cultades que existen para una 
mayor participación de los familiares en los cuidados de la 
salud, en el apoyo a las tareas educativas y de cuidado de 
los hijos en un contexto en que los miembros de los hoga-
res tienden a trabajar más horas y en jornadas atípicas5.

Derecho a ser cuidado y a cuidar en las distintas etapas 

del ciclo de vida 

Todas las personas son autosu'cientes y dependien-
tes, ambas cosas a la vez, por más que hay períodos de la 
vida en que prevalece la autosu'ciencia y otros en lo que 
prevalece es la dependencia6 La consideración del cuida-
do y de la dependencia conduce a tener en cuenta que to-
das las personas requieren de las familias, de la sociedad 
y de la comunidad para que les proporcionen soporte a lo 
largo del curso de vida. No obstante, hay períodos y situa-
ciones en que la dependencia y la necesidad de cuidados, 
así como la promoción de autonomía frente a la incapa-
cidad física presentan especi'cidades a tener en cuanta.

En alguno de los debates realizados recientemente 
en el país el discurso dominante de la inversión social ha 
argumentado sobre la necesidad de otorgarle un lugar 
central a la atención a la infancia. Si bien es fundamen-
tal atender al dé'cit de cuidados de los más pequeños no 
debería plantearse un falso dilema sobre lo que hay que 
atender en primera instancia. No se trata de priorizar el 
gasto social en capital humano sino de responder a de-
mandas de reconocimiento de derechos y redistribución 
de responsabilidades en relación a los cuidados que tie-
nen como referente un marco general de justicia social.

Los cuidados a los niños, niñas y adolescentes

Los cuidados de los niños, niñas y adolescentes son 
una obligación pero también contienen un fuerte com-

5 Por ejemplo, las jornadas de las/los trabajadoras/es de los 
centros sanitarios y comerciales en horarios nocturnos y en 
los 'nes de semana.

6 En esta línea argumental se encuentra el trabajo de 
Izquierdo (2003).

ponente de grati'cación. Se plantea una frontera difusa 
entre cuidar y educar que tiene mucha importancia cuan-
do se trata de de'nir los contenidos y la institucionalidad 
que debe realizar la atención de los más pequeños.

Una preocupación central es establecer cuáles son 
las prácticas y las expectativas de los los padres, sobre 
todo, las madres que trabajan para la atención de los ni-
ños pequeños (de 0 a 3 años) que son los más demandan-
tes de cuidado y hacia los cuales hay más dé'cits de cui-
dados institucionales. Es importante conocer las estrate-
gias privadas desarrolladas en las familias para trabajar 
y cuidar a los niños, lo cual se relaciona con la estructura 
de las familias (biparentales, monoparentales, extensas), 
con el nivel socioeconómico y educativo de las mismas y 
con los valores imperantes acerca de lo que se considera 
el “buen cuidado” por parte de familiares y expertos.

La literatura especializada (ver Durán, 1999) ha 
avanzado en el conocimiento de las diferentes estrategias 
desarrolladas por las personas que cuidan, fundamental-
mente en relación al cuidado del segmento de los niños 
más pequeños:
1.  La reducción de objetivos tanto en el plano laboral 

como familiar: trabajar menos horas por parte de la 
madre, dejar a los niños solos o a cuidado de otras 
niñas o niños de la familia, no tener más hijos. Todas 
estas opciones tienen altos costos sociales, familia-
res y personales. 

2.  La delegación que consiste en trasladar el cuidado a 
otras personas por mecanismos formales o informa-
les: servicios públicos, servicios privados, servicios 
informales, servicio doméstico, mujeres de la red 
familiar (abuelas, tías, etc.). La delegación muchas 
veces supone una delicada tarea de gestión y articu-
lación de distintos recursos teniendo en cuenta ho-
rarios y disponibilidad. 

3.  La alternancia del trabajo para el mercado con el tra-

bajo de cuidado que es lo que buscan las licencias 
maternales. Estrategias y medidas de “conciliación”, 
a cargo de las madres, que no alteran la división se-
xual del trabajo. Si bien re'eren a una etapa de la 
crianza de mucha importancia y vulnerabilidad sólo 
cubren a una parte muy limitada de las trabajadoras 
(ver Corbo y Azar, 2009). Ello no signi'ca ignorar que 
el país avanzó en los últimos años en la cobertura de 
la seguridad social de las mujeres, sobre todo en los 
niveles de menores ingresos.

Los cuidados a las personas mayores dependientes 

Las actividades de cuidado tienen una signi'cación 
para los cuidadores de características diferentes a las 
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que se presentan en el cuidado infantil. Muchas veces el 
cuidado y los trabajos de quienes brindan cuidados – ma-
yoritariamente mujeres- están vinculados a la lógica del 
sacri'cio, presentando a la vez un escaso reconocimiento 
social.

En la mesa de diálogo sobre “Políticas de Salud y Cui-
dados” (Fassler, 2008) se señaló el costo emocional que 
provoca en las personas que cuidan este tipo de trabajo. 
“En particular, en el caso de las mujeres, esta capacidad 

altruista, de entrega hacia el otro va acompañada de una 

postergación de la atención de la propia salud”. En rela-
ción al cuidado de los enfermos mentales se hacía refe-
rencia a un estudio realizado en 1999 por parte del grupo 
La Esperanza en el que se constató que las familias cuida-
doras de enfermos mentales “estaban constituidas mayo-

ritariamente por madres solas o a veces acompañadas por 

otros hijos. Cuando los cuidadores eran hombres, éstos no 

estaban solos, a veces estaban con su pareja, o si no, acom-

pañados por hijos”. 
Además de las consideraciones sobre el “buen cuida-

do” de las personas dependientes y enfermas surge el pro-
blema vinculado al “buen morir” o a la “muerte digna”. Si 
bien la ley 18.335 de agosto de 2008 sobre “Pacientes y 
Usuarios de los Servicios de Salud” 7 ha dado origen a la 
discusión sobre las formas de terapia excesiva, vinculadas 
a lo que se ha dado en llamar “encarnizamiento médico”, 
en el país por el momento no se ha abierto un debate so-
bre el derecho a la libertad y autonomía para disponer 
sobre la muerte propia. 

El cuidado a las personas discapacitadas 

Dentro del colectivo de personas discapacitadas el 
grupo de los discapacitados físicos con'gura un grupo 
con demandas propias que reclaman oportunidades para 
desarrollar una forma de vida independiente. Articulan 
sus necesidades frente a una sociedad que presenta un 
medio ambiente discriminatorio y requieren apoyo para 
la participación, e integración más plena a los distintos 
ámbitos de la vida social. Se trata de atender a las barre-
ras sociales, culturales y ambientales para hacer más ac-
cesible la educación, la vivienda, los ambientes laborales 
y edi'cios públicos. Acá los riesgos identi'cados son aso-

7 El articulo 17 de la mencionada ley establece el derecho 
de todo paciente en su párrafo D) a: “ Morir con dignidad, 
entendiendo dentro de este concepto el derecho a morir en 
forma natural, en paz, sin dolor, evitando en todos los casos 
anticipar la muerte por cualquier medio utilizado en ese 'n 
(eutanasia) o prolongar arti'cialmente la vida del paciente 
cuando no existan razonables expectativas de mejoría 
(futilidad terapéutica), con excepción de lo dispuesto en la 
Ley 14.0005 de 17 de agosto de 1971 y sus modi'cativas.”

ciados con la exclusión social y la dependencia forzosa. En 
ese sentido, el concepto de cuidado es visto por activistas 
de los derechos de los discapacitados como una herra-
mienta que no es liberadora, sino que los coloca en una 
posición subordinada (ver Williams, 2009). Esta posición 
advierte sobre las relaciones de poder que pueden estar 
implicadas en el cuidado y la necesidad de tener en cuen-
ta –cuando es factible- la voz de las personas cuidadas8 
y de las personas que les brindan los cuidados para las 
actividades de la vida diaria.

Los cuidados familiares a las personas adultas 

ocupadas y sobreocupados

Estos cuidados son prestados mayoritariamente por 
mujeres que viven en pareja a los hombres adultos de la 
familia, actividades que insumen muchas horas de dedi-
cación como lo muestran claramente las encuestas de uso 
del tiempo realizadas en los hogares. Estas encuestas po-
nen en evidencia que las mujeres cuando viven en pareja 
aumentan notablemente las horas que dedican al trabajo 
doméstico y a los cuidados familiares y que el volumen de 
horas que los hombres dedican a estas tareas disminuye, 
independientemente de la existencia de niños en el ho-
gar. (Aguirre, Batthyány, 2005). 

El uso del tiempo en el trabajo doméstico familiar y 
en los cuidados ha quedado de mani'esto también en la 
ejecución y evaluaciones de los nuevos programas socia-
les dirigidos a las familias, sobre todo los que establecen 
transferencias condicionadas. Existen numerosos estu-
dios de caso de programas de combate a la pobreza de 
diferentes países que muestran que están dirigidos a un 
modelo de familia tradicional bajo el supuesto de que las 
mujeres tienen disponibilidad de tiempo. 

Los procesos de desfamiliarización 

Hablar de procesos de desfamiliarización no implica 
des-responsabilizar a las familias ni suponer que ellas no 
quieren seguir cumpliendo determinadas funciones, ni 
tampoco considerar que estos cuidados van a quedar ex-
clusivamente en manos del Estado. 

Los procesos de desfamiliarización son muy varia-
dos y han seguido distintos ritmos a través de la historia. 
Recién estamos avanzando en el conocimiento de indica-
dores de cobertura de los servicios públicos y privados 
existentes y en la demanda potencial de nuevos servicios 

8 La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidades se centra en el respeto, 
la autonomía y la independencia, sin discriminación, en la 
inclusión de participación e igualdad.

sociales. Comenzamos a conocer las opiniones y las ex-
pectativas de las personas sobre sus preferencias de cui-
dado.

Procesos de desfamiliarización a través del mercado

En la última década el país ha experimentado un au-
mento considerable de la oferta privada de servicios de 
cuidado infantil que tiende a suplir el dé'cit de cuidados 
resultado de la incorporación al trabajo de las madres. 
Según los datos para 2006, un 7 por ciento de los niños 
de 0 a 3 años asisten a guarderías y centros educativos 
privados (Katzman y Rodríguez, 2007). En 1996 se crea en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura un Registro 
y una Comisión Honoraria con la 'nalidad de controlar la 
calidad de las guarderías existentes. Recientemente se 
comenzaron a instrumentar acciones tendientes a lograr 
el mejoramiento de la calidad de los centros privados; 
diseño curricular básico y se realizó el primer censo na-
cional de centros de educación infantil privados (2007). 
La preocupación actual por atender la calidad de las pres-
taciones de quienes pueden pagar los servicios privados 
resulta clara así como el enfoque educativo con el cual se 
está trabajando (“cuidar es educar”)9. 

Los servicios de cuidado para los menores de 3 años 
están fuertemente estrati'cados. La posibilidad de acce-
der a servicios mercantiles de calidad depende del nivel 
de ingresos de las familias y constituye una de las prin-
cipales fuentes de desigualdad social. Los servicios for-
males e informales de más bajo costo no son alcanzados 
por controles de calidad. Esta situación afecta particular-
mente a los sectores medios y bajos que deben recurrir 
a las redes familiares y a soluciones cuyo costo esté a su 
alcance.

También la provisión mercantil de servicios para 
adultos mayores está estrati'cada y se encuentra en ex-
pansión. (Batthyány, 2009; Salvador, 2009). Las residen-
cias para mayores y los servicios de acompañamiento no 
reciben los controles de calidad adecuados.

Procesos de desfamiliarización a través de servicios 

públicos

Es posible constatar una clara tendencia hacia la 
aceptación de la responsabilidad pública por el cuidado 
de los niños, sobre todo de los mayores de 3 años. En cam-
bio, los servicios públicos de cuidado de los niños de 0 a 3 
años tienen escasa cobertura y se dirigen a la atención de 
los niños en situación de vulnerabilidad social. A nivel na-

9 Merece destacarse la Declaración de principios de la Edu-
cación en Primera Infancia de representantes del sector 
educativo del MERCOSUR (agosto 2007).

cional en 2006 sólo el 7 por ciento de los niños uruguayos 
menores de 3 años tienen acceso a servicios de guarderías 
provistos por el Estado (Katzman y Rodríguez, op.cit.). 

El programa de Centros de Atención a la Infancia y la 
Familia (CAIF) que se ha mantenido a lo largo de veinte 
años y que funciona actualmente en el marco del Plan de 
Equidad, impulsado por el Ministerio de Desarrollo So-
cial, se encuentra en proceso de reformulación en cuanto 
a lograr mayor calidad en las prestaciones mediante la 
cali'cación obligatoria de su personal y la extensión de 
las prestaciones de los niños menores de 3 años. A ello se 
agrega los centros infantiles del INAU, el programa Nues-
tros Niños de la Intendencia Municipal de Montevideo y 
el nivel de 3 años en los Jardines de Infantes de la ANEP.

Existe preocupación por 'jar normas de calidad de 
los servicios públicos, la jerarquización de los trabajos 
y de las trabajadoras asalariadas que a ellos se dedican, 
la necesidad de que se tengan en cuenta consideraciones 
cientí'cas y profesionales en los mismos.

Queda la interrogante si la baja cobertura antes 
mencionada tiene que ver con la escasez de oferta o si 
también intervienen otros factores tales como falta de 
accesibilidad física, horarios, imágenes negativas de los 
servicios, etc. 

El movimiento internacional para el reconocimiento 
del derechos humanos de los niños, siguiendo el impacto 
de la Convención de las Naciones Unidas de los Derechos 
de los Niños y la reforma del Código del Niño y el Adoles-
cente sirvieron de marco para que el país avanzara en la 
formulación de una Estrategia Nacional para la Infancia y 
la Adolescencia (ENIA, 2008) para el período 2010-2030 
en la que participaron numerosos actores públicos y pri-
vados. Por primera vez en el país se reconoce el cuidado 
de la infancia como una responsabilidad social. Incorpora 
la necesidad de apoyo a las familias “…cualquiera sea la 

integración del hogar y partiendo del respecto a su actual 

diversidad….Mantener el foco en las familias, respetando 

su actual diversidad, es la clave para dar respuestas integra-

les y orientar las intervenciones en función de la visión y las 

necesidades de quienes la reciben y no de quienes las eje-

cutan”. El documento establece que la implementación 
de la estrategia debe basarse en tres planos: intergene-
racional, de género y territorial y que debe tener carácter 
universal. El surgimiento de este discurso crea espacios 
para que las necesidades para mejorar la vida de las niños 
y las mujeres puedan ser articuladas y relacionar las con-
diciones que dan surgimientko a la pobreza infantil con 
las necesidades de las mujeres de ingresos y autonomía 
física y económica, cuestión que el enfoque de la inver-
sión social no considera.
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En el marco del Ministerio de Desarrollo Social se 
creó el Programa Nacional de Discapacidad (PRONADIS), 
que pasó del Ministerio de Salud Pública, según ley de 
Rendición de Cuentas 2007. Desarrolló una campaña de 
sensibilización a la población y mediante convenio con 
el Centro de Integración del Discapacitado brinda distin-
tos servicios gratuitos así como el servicio telefónico de 
orientación e información sobre discapacidad y un banco 
de datos acerca de programas y apoyos disponibles para 
las personas con discapacidad en el país. La ley 18.651 de 
marzo de 2010 establece los derechos universales para las 
personas que de'ne como discapacitados físicos y men-
tales. Enumera diferentes medidas a implementar tales 
como servicios de prevención, atención primaria, inter-
naciones y rehabilitación, cuidados diurnos y nocturnos 
colectivos, soluciones habitacionales. Reconoce el dere-
cho a ser cuidado en la casa o en instituciones y l a asis-
tencia letrada para la protección de la persona, bienes y 
derechos (ver artículos 5 y 8 de la citada ley).

En cuanto a la provisión pública de los servicios de 
cuidados de larga duración a personas mayores la oferta 
existente es escasa y fragmentada. ASSE-MSP los brinda 
a través de una sola institución con servicios múltiples de 
corta y larga estancia para situaciones de indigencia y se 
ha implementado un servicio de derivación a domicilio. 
El Banco de Previsión Social brinda además de las pres-
taciones económicas a jubilados pensionistas y personas 
discapacitadas, programas sociales tales como turismo, 
asesoramiento a organizaciones sin 'nes de lucro, estí-
mulo a la formación y funcionamiento de clubes de ma-
yores, complejos habitacionales, experimentando nuevas 
maneras de responder a las necesidades de cuidado de su 
población objetivo. Por su parte, la Intendencia Municipal 
de Montevideo tiene dos centros diurnos, refugios noc-
turnos, un programa de voluntariado y cinco residencias 
compartidas. La reciente creación del Instituto Nacional 
del Adulto Mayor en la órbita del Ministerio de Desarrollo 
Social (ley 18.617 de noviembre de 2009) tiene entre sus 
competencias la coordinación y coejecución con organis-
mos estatales y privados de las políticas dirigidas a las 
personas mayores. 

En la normativa actualmente existente no están con-
templados los derechos de los/las trabajadores/as de es-
tos servicios ni los derechos y apoyos para las cuidadoras 
familiares de los mayores dependientes.

Quedan pendientes regulaciones para la acredita-
ción, elaboración de estándares de calidad y la formación 
de personal, lo que debería ir acompañado de un regla-
mento de infracciones y sanciones que regule dispositivos 
de vigilancia que garantice servicios dignos.

Las políticas de cuidado como políticas de 

corresponsabilidad

En el país se ha avanzado en el reconocimiento de 
la necesidad de cuidados para sectores de población 
que presentan necesidades insatisfechas de cuidado en 
el contexto de importantes transformaciones sociales y 
económicas. Es así que se ha ido desarrollando una gama 
amplia de acciones que inciden en la prestación de cuida-
dos que conforman un conjunto no articulado de progra-
mas en el sector público, de emprendimientos en el sector 
mercantil y de servicios y relaciones de cuidado informa-
les al margen de toda normativa. 

El foco de los programas del sector público está 
puesto en las personas que requieren cuidados, es nece-
sario desarrollar una mirada más abarcativa para poner 
atención en las relaciones sociales del cuidado en la que 
participan tanto el que recibe el cuidado como el que lo 
proporciona en forma remunerada o no remunerada. Se 
debe evitar crear empleos de mala calidad en este campo 
o no considerar los cuidados que se siguen cumpliendo en 
el ámbito de los hogares que erosionan la autonomía de 
las mujeres. 

El escenario posible y deseable para la equidad social 
y de género es que las políticas de cuidado se diseñen e 
implementen basadas en la corresponsabilidad familias/ 
Estado/ mercado, sobre la base de transferencias econó-
micas y servicios sociales de calidad que contribuyan a la 
vez a la integración social de colectivos dependientes y a 
reparar la injusticia de género en las relaciones de cuida-
do, tanto a nivel micro como macrosocial.

En los debates realizados ha estado presente la ten-
sión en torno adonde poner el énfasis, en la expansión de 
mecanismos de transferencias monetarias o en la mejora 
y extensión de la cobertura de servicios existentes -o a 
crearse- de carácter universal. Las prestaciones destina-
das a pagar ayudas en los hogares responden a preferen-
cias culturales por cuidados basados en el hogar, otorgan 
a los padres, mayores y discapacitados el derecho a elegir 
el apoyo, como consumidores dentro del mercado priva-
do. En la experiencia europea (ver Williams, op. cit.) se 
ha constatado que crearon empleo, pero de baja remune-
ración y capacitación y de carácter temporal, con efectos 
indeseados en cuanto a reproducción de desigualdades de 
género y clase. 

De todos modos está pendiente la discusión sobre la 
libertad de opción y si se debería considerar un “mix” que 
reconozca derechos e instrumentos que se fundamenten 
en las opciones de las personas y en consideraciones de 
justicia redistributiva hacia sectores que hasta el presen-

te no han sido valorizados, como es el caso de las mujeres 
cuidadoras

Desde nuestra perspectiva los fundamentos de la 
política de cuidados son predominantemente éticos. Se 
trata de alcanzar la equidad de género favoreciendo la 
ampliación del ejercicio de derechos sociales, económicos 
y políticos de las mujeres, buscando un equilibrio entre 
mujeres y varones.

Estas son políticas que además de asegurar el dere-
cho al cuidado y a cuidar, deben incidir en los patrones 
de uso del tiempo de las mujeres y en la posibilidad de 
combinar trabajo remunerado y no remunerado median-
te distintos mecanismos, principalmente a través de la 
secuenciación en el uso del tiempo y la derivación hacia 
servicios de cuidado. Supone desarrollar estrategias de 
armonización para contemplar impactos de políticas es-
pecí'cas, mitigando efectos no deseados sobre la carga 
de trabajo.

Estas acciones deberían ser acompañadas por po-
líticas orientadas a estimular la corresponsabilidad. En 
el ámbito privado el objetivo es promover cambios cul-
turales que +exibilicen la división sexual del trabajo. En 
el ámbito público se trata de promover el cuidado como 
responsabilidad social.

El Estado puede sensibilizar a la población a través 
de la educación formal y de los medios de comunicación 
para apoyar las transformaciones valóricas y en las sub-
jetividades que requiere el replanteo de los contratos de 
género y generacionales. En ese marco tiene particular 
importancia fomentar la reformulación del concepto de 
paternidad a los efectos de incluir una mayor participa-
ción en cuanto a compartir la crianza de los hijos y el cui-
dado de las personas mayores.

Esto sin desconocer que si las mujeres y los hombres 
encuentran las posibilidades de compatibilizar vida labo-
ral y familiar se incrementa la fecundidad como ha sucedi-
do en los países nórdicos. Como ha dicho una especialista 
en el tema “la crisis de la fecundidad ha destapado por $n 

la caja de Pandora de todo un ámbito en gran medida su-

mergido, invisible e ignorado por el análisis económico: el 

del trabajo doméstico y de cuidados” (Pazos Morán, 2008). 
La llamada huelga de fecundidad se le vincula con el ni-
vel de asimetría familiar y con la aspiración de las mu-
jeres educadas de asegurar su carrera profesional frente 
al riesgo de la penalización por el cumplimiento de sus 
responsabilidades familiares.

Por otra parte, se enfatiza el rol del sistema de cuida-
dos como componente central de la estrategia de desarro-
llo del país en base a los estudios realizados en diferentes 
países que muestran que los servicios sociales de apoyo 
a los cuidados hace que las mujeres aumenten su partici-

pación en el mercado de trabajo, interrumpen menos su 
vida laboral y por lo tanto aumenta la densidad de sus co-
tizaciones a la seguridad social y se incremente por tanto 
su autonomía económica contribuyendo a disminuir los 
niveles de pobreza. 

Consideraciones &nales

En el país se ha comenzado a discutir la necesidad 
de diseñar un sistema nacional de cuidados que debería 
integrarse como un nuevo pilar dentro del sistema de pro-
tección social. A partir de los avances realizados en los 
últimos años en términos de prestaciones monetarias, 
disposiciones relativas al empleo para armonizar trabajo 
y cuidados y programas sociales dirigidos a colectivos es-
pecí'cos surge la necesidad de de'nir una instituciona-
lidad propia que pueda impulsar medidas y normas – de 
carácter integral e intersectorial- que amplíen la red de 
protección sobre la base de la equidad social y de género. 
Es deseable incentivar la voluntad política de revisar, ex-
tender y coordinar el paquete de cuidados sociales exis-
tente evitando la segmentación institucional y sectorial 
que di'cultan los enfoques integrales y la coordinación 
de acciones.

Algunos criterios que deberían tenerse en cuenta 
en base a los estudios y a los debates realizados hasta el 
presente son:

Cambiar la lógica sectorial hacia “una lógica centra-
da en los ciclos de vida” para enfrentar los riesgos de dis-
tinta naturaleza que las personas hacen frente a lo largo 
de su existencia. En esa política deberían contemplarse 
los servicios de cuidado infantil para los niños más pe-
queños, los destinados a los adultos mayores, los enfer-
mos dependientes y los discapacitados, tratando de que 
el sistema se base en principios solidarios y universales 
de modo que no segmente ni estigmatice a la población 
atendida. 

Desplazar la protección social desde la lógica del 
trabajador formal a la lógica de vida de las personas que 
viven en núcleos que trabajan, tanto para el mercado 
como para su bienestar personal y familiar. Se busca el 
reconocimiento del aporte del trabajo no remunerado fa-
miliar a la economía y a la sociedad y promover políticas 
de redistribución de ingresos y provisión de servicios para 
atender demandas insatisfechas. 

Promover la construcción de nuevos derechos para 
asegurar la equidad en un marco de corresponsabilidad. 
Los hechos relativos al cuidado de los dependientes y el 
desarrollo de la autonomía no son algo propio de la esfera 
privada, debe formar parte del debate sobre los derechos 
de ciudadanía y sobre la democracia, sobre la eliminación 
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de desigualdades sociales y la promoción de la inclusión 
social. 

Valorizar el rol de lo local y la posibilidad de traba-
jar desde la proximidad10 con todos los sectores sociales 
y no solamente en relación a los sectores excluidos. En el 
marco de procesos de descentralización- avanzar hacia el 
desarrollo de lo que Chiara Saraceno (2004) llama “una 
ciudadanía localmente especí'ca”.

Reconocer la importancia de tener en cuenta las pre-
ferencias culturales de las personas y el control democrá-
tico local de la prestación de cuidados con participación 
de los interlocutores sociales.

Reconocer derechos a la seguridad social a las perso-
nas que brindan cuidados informales en los casos que se 
determine que corresponde, en base a criterios a estable-
cer, así como el acceso a los servicios que necesiten para 
mantenerse mental y físicamente en forma adecuada.

En este debate es imprescindible que estén represen-
tadas las distintas voces, tanto públicas como privadas, 
las que enfatizan el valor económico del cuidado como las 
que destacan su valor social y político, a 'n de acordar la 
articulación deseable entre las distintas esferas institu-
cionales que intervienen en la provisión del cuidado. 
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Resumen

El tema del cuidado y las responsabilidades familiares, principalmente el cuidado de los niños y las personas dependi-
entes, plantea de manera directa la interrogante acerca de la posición de las mujeres y su igualdad en distintos ámbitos 
de la sociedad. Si bien existen rasgos comunes a todas las mujeres que tienen responsabilidades familiares y de cuidado, 
éstas no son un grupo homogéneo, pues sus responsabilidades dependerán de la clase social a la que pertenecen, la 
edad, el estado civil o el lugar de residencia. El aumento generalizado de la tasa de actividad femenina, particularmente 
de las madres, replantea la pregunta acerca de las obligaciones familiares y la forma de compartirlas. ¿Quién asume los 
costos del cuidado de las personas dependientes, en particular de los niños? ¿Cómo deben repartirse los roles y la re-
sponsabilidad entre el Estado, la familia, el mercado y la comunidad? Estas interrogantes son las que aborda el artículo.

Palabras clave: Género / División social del bienestar / Políticas de cuidado

Abstract

The issues of care and family responsibilities, especially of children and  other dependent people, set crucial questions 
about gender-equity and the  position of women in different spheres of society. Despite the fact all women  with such 
responsibilities share common aspects, they don’t form a homogenous  group, their responsibilities varying in function of 
the social class, age,  marital status and place of residence. The general increase of women’s  employment rate, especially 
for mothers, re+ects itself strongly on questions  pertaining to family obligations and the way they are shared. Who 
assumes the  burden of dependent people’s costs, especially of children? How should roles  and responsibilities be shared 
between State, family, market and community?  These are the main issues of the present article.

Keywords: Gender / Social divisions of welfare / Social care policy


